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1. En los años 2006 y 2009 se sancionaron y promulgaron  las leyes 2095 y 13981 en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en la Provincia de Buenos Aires, respectivamente, que regulan el sistema de contrataciones para el sector público. 

Por las mismas se establece que todos los procedimientos de adquisiciones de bienes y de servicios se realicen por vías informatizadas. En efecto, en la Ciudad de Buenos Aires todos los procesos de compras, ventas y contrataciones que efectúen los órganos contratantes comprendidos en la  ley, deben realizarse utilizando sistemas electrónicos o digitales que establezca el órgano rector, en manos de la Dirección General de Compras y Contrataciones del Ministerio de Hacienda, abarcando todas las instancias y actos administrativos del proceso, los que contendrán como mínimo la cotización, licitación, contratación, adjudicación y despacho de materiales y servicios en proceso de compra y/o contratación. Los documentos digitales tendrán el mismo valor legal que los documentos en soporte papel y son considerados como medio de prueba de la información contenida. La reglamentación establecerá la regulación integral de las contrataciones informatizadas la que deberá implementarse en un plazo no mayor de cuatro (4) años corridos a partir de la fecha de la entrada en vigencia de la  ley (art. 83).
Por su parte, la Provincia de Buenos Aires requiere  que los organismos públicos liciten, contraten, adjudiquen y gestionen todos los procesos de adquisición de bienes, servicios y obras a los que alude la ley respectiva, utilizando solamente los sistemas electrónicos o digitales que establezca a tal efecto la Autoridad de Aplicación que determine el Poder Ejecutivo. Dicha utilización podrá ser directa o intermediada a través de redes abiertas o cerradas, de compras centralizadas o unificadas, operando en plataformas de comercio electrónico o mercados digitales de transacciones, sea individualmente o acogiéndose a los beneficios de los contratos marcos que celebre la Autoridad de Aplicación. Los procedimientos deberán ajustarse a los regímenes de control vigentes, a la Ley de firma digital y su reglamentación y a lo preceptuado por la ley de compras  y su reglamento. 

Los organismos públicos alcanzados  no podrán adjudicar contratos cuyas ofertas y procedimientos no hayan sido recibidas y ejecutados por los sistemas electrónicos o digitales administrados por la Autoridad de Aplicación (art. 11). 
Por estos dispositivos se instaura de manera obligatoria las contrataciones electrónicas para el sector público por lo cual se introducen profundas innovaciones en las actividades de gestión y de control, contables, jurídicas y administrativas, tanto para los agentes y funcionarios públicos como para los particulares que acceden al sistema y contratan con el Estado.
2. Los antecedentes en Latinoamérica más relevantes se encuentran en Brasil y en Chile. Ambos países han adoptados dos modelos diferentes de contrataciones públicas. El modelo brasilero sigue un procedimiento de remate público, similar a los sitios de Internet, en los que la adjudicación de bienes e insumos se realiza al mejor postor luego de una puja reglada y dirigida por vía informática. El modelo chileno se ajusta a la tradición administrativa de ofertas a sobre cerrado, caracterizadas por una selección del contratante a partir de la mejor propuesta en precio y en calidad. No obstante ello, el sistema admite bonificaciones y descuentos ofrecidos por los mismos contratistas en los llamados Convenios Marcos.

3. Las características más sobresalientes de los procedimientos electrónicos de compras son:

a) la realización del proceso de contratación exclusivamente por medios informatizados;

b) la ejecución de todas las actividades en línea, de manera simultánea y en constante interacción;

c) el acceso a la plataforma de contrataciones es irrestricto no sólo para los interesados en presentar sus propuestas sino para todo ciudadano.

De esos caracteres se siguen las siguientes consecuencias:

I) el proceso de negociación deja de ser personal y presencial; el funcionario no debe interactuar con el oferente más que por el medio electrónico, salvo que el procedimiento exija la realización de algún acto ante él;

II) los tiempos de los procedimientos deben necesariamente acortarse, múltiples funciones que tradicionalmente requieren ejecutarse manualmente, con un sistema electrónico se realizan automáticamente; asimismo actividades que antes se desarrollan en tiempos lineales, en tanto sólo puede gestionarse Y luego de haberse ejecutado X, por las nuevas modalidades se  realizan de manera conjunta y simultánea (una imputación definitiva del gasto se efectúa al mismo tiempo que se libra la orden de compra, que se notifica al adjudicatario el instrumento de perfeccionamiento de contrato y que se da a publicidad todo ello);

III) la transparencia es el objetivo final de todo el sistema; el acceso libre e irrestricto garantiza que todos puedan conocer todo lo que compra el estado, para qué lo compra, a quien lo compra, a cuánto lo compra.

4.- Los desafíos de un sistema electrónico de compras son múltiples. A modo meramente enunciativo pueden señalarse:

a) Administrativos: i.- se exige cambios radicales de conducta por los agentes públicos usuarios del sistema toda vez que su obrar, correcto o incorrecto, idóneo o inidóneo, eficaz o ineficiente, queda patentizado en la plataforma pública de contrataciones; ii.- la capacitación es crucial para la operatividad del sistema; no cualquiera está habilitado a utilizar el sistema, porque no cualquiera es competente para adquirir por el Estado, pero  esa restricción impone además que quien lo utilice sea apto y esté debidamente formado no sólo por las exigencias técnicas, sino por el alcance de actos que se definen por un simple clic en un teclado.
b) Jurídicos: i.- la validez legal de los actos realizados en soporte digital, de las firmas impuestas electrónicamente, de los documentos acompañados por cada oferente con su propuesta, entre otros muchos aspectos, requieren una normativa adecuada en materia de firma y documentos digitales, además de disposiciones complementarias para las contrataciones públicas; ii.- la vinculación entre los oferentes y el estado principia desde el inicio del trámite de contratación, con consultas, observaciones e  impugnaciones que deben evacuarse y responderse, con ofertas con documentación anexa  y con garantías que generalmente obran en soporte papel, con la notificación de todos los actos a cada oferente personalmente y colectivamente a través de la plataforma electrónica de contrataciones. 

c) Políticos y de gestión: i.- el éxito del sistema depende de la mayor concurrencia de interesados en condiciones de ofertar, lo cual exige  un Registro de Proveedores proactivo, en búsqueda de nuevos productores y proveedores de servicios, y con regímenes ágiles para las inscripciones; ii.- la celebración de Convenios Marcos que ofrezcan cotizaciones vigentes, sin obligación de compras mínimas por el Estado, y  permitan la adquisición simplificada de bienes y de servicios a precios ya adjudicados.
d) Tecnológicos: i.- el desarrollo de una plataforma de contrataciones requiere una programación acorde a las actuales exigencias del tráfico electrónico; ii.- una base de datos es esencial para el archivo de toda la información que subsistirá únicamente en soporte digital; iii.- todos los agentes que gestionan y controlan los procesos de adquisición deben estar equipados con el hardware y el software sin el cual nada puede hacerse.

5.- Desde una perspectiva económica y contable, los sistemas electrónicos de contrataciones se enfrentan a los siguientes desafíos y problemas:

a) La integración del sistema de contrataciones públicas al sistema de administración financiera del estado, como un subsistema de esta última (opción tomada por la Provincia de Buenos Aires) o como un sistema paralelo pero con interacción continua (opción seguida por la Ciudad de Buenos Aires). En tal sentido, es crucial la integración con los subsistemas presupuestarios, de movimientos de fondos y de gestión de bienes.

b) Los sistemas electrónicos de adquisiciones por definición deben estar condicionados a la disponibilidad presupuestaria y financiera. No hay cabida para  la sobreejecución presupuestaria lo cual da garantías al Estado de la regularidad del gasto público. Ello, al mismo tiempo, le exige a las autoridades económicas el sinceramiento de los cálculos y previsiones de gasto para la asignación de los créditos y recursos.  

c) La Programación de las Contrataciones deviene en la regla de oro del sistema. Lo que es letra muerta en los sistemas tradicionales de adquisiciones, es la condición sine qua non para la afectación de los créditos asignados en la Ley de Presupuesto, en forma provisoria y definitiva, para la regulación  de los cupos presupuestarios, y para la previsión de las dificultades financieras al momento de disponerse el pago. Precisamente, esto último es demostrativo que no toda la problemática se reduce a programar y a afectar créditos, sino que el sistema debe contemplar las insuficiencias en el flujo de fondos para el momento del cumplimiento de las obligaciones asumidas. Por último, la Programación deviene en la herramienta de control de la eficacia, eficiencia y regularidad de la gestión de contrataciones.
Los desafíos son múltiples. La ventajas también. Las experiencias de quienes han tenido éxito con los  sistemas electrónicos de compras públicas demuestran que el reconocimiento no sólo viene dado por la excelencia del servicio y las ventajas económicas en términos de ahorro que aquéllos aportan, sino, fundamentalmente, por la seriedad de quien hace público todos los procesos, pone en evidencia todas las bondades y todas las deficiencias, pues quien obra así  nada tiene que ocultar. 

